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SEÑORES DOCTORES EDGAR NEIRA, MARCO LARA GUZMÁN YMIGUEL ANDRADE
CEVALLOS, MIEMBROS DEL TRIBUNAL ARBITRAL DE LA CÁMARA DE COMERCIO
DE QUITO, QUE CONOCIÓ LA DEMANDA ARBITRAL PRESENTATA POR TAGSA S.A.
EN CONTRA DE LA E.P. PETROECUADOR, QUE DIO ORIGEN AL EXPEDIENTE NO.
10/10.

I. IDENTIFICACIÓN DEL ACCIONANTE

Abg. Christian Molina Román, debidamente autorizado como reposa en autos
por Doctor Wladimir López Erazo Coordinador de Patrocinios (E) de la E.P.
PETROECUADOR y Apoderado del Señor Ingeniero Marco Calvopiña, Gerente
General de la EP PETROECUADOR1, ante Ustedes respetuosamente comparezco
con la presente:

II. ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN

El presente escrito contiene la Acción Extraordinaria de Protección que presento
en contra de la providencia (auto definitivo) emitida el 5 de agosto del 2011, a
las 8h30, y notificada el día 11 de agosto de 2011 en la cual consta la de la
negativa a la de revocatoria del la providencia emitida el 26 de julio del 2011, a
las 12H00 y notificada el 1 de agosto de 2011 , por el Tribunal Arbitral2
organizado según el Reglamento d el Centro de Arbitraje y Mediación de la
Cámara de Comercio de Quito.

De conformidad a lo ordenado en artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional esta Acción Extraordinaria de
Protección la presento ante los miembros del Tribunal Arbitral que emitió la
providencia del 5 de agosto del 2011, las 8H00 la cual fue notificada en
casilleros el 11 de agosto de 2011.

Dejo constancia que la presente Acción de Protección la presento en contra del la
providencia de negativa a la revocatoria solicitada del 5 de agosto del 2011, a las
8h30, y notificada el día 11 de agosto de 2011 y la misma que está dentro del
plazo legal establecido en el Art. 60 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional.

III. IDENTIFICACIÓN DEL LA TUDICATURA. SALA O TRIBUNAL

Mediante Decreto No. 315 del 6 de abril de 2818, publicado en el Suplemento de Registro Oficial No. 171 de
14 de abril de 2818, el señor Presidente de la República, creó la Empresa Pública de Hidrocarburos del Ecuador
EP PETROECUADOR; quedando derogadas en forma expresa todas las normas que contengan disposiciones de creación
o regulación de las empresas públicas o estatales, que en el caso específico de PETROECUADOR y sus empresas
filiales, es la Ley Especial Nro. 45, publicada en el Registro Oficial 283 del 26 de septiembre de 1989 y sus
reformas.

Integrado por los Doctores Edgar Neira (Presidente del Tribunal Arbitral), Marco Lara Guzmán y Miguel
Andrade Cevallos.
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La providencia (auto ejecutoriado) fue emanada por el Tribunal Arbitral de la
Cámara de Comercio de Quito a cargo del proceso No. 10-10 TAGSA S.A en
contra de la E.P. PETROECUADOR (PETROCOMERCIAL) integrado por los Doctores
Edgar Neira (Presidente del Tribunal Arbitral), Marco Lara Guzmán y Miguel
Andrade Cevallos.

IV. SOBRE LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN

El objeto de la Acción Extraordinaria de Protección es preservar, proteger y
restablecer violaciones a los derechos reconocidos en la Constitución, que se
hayan presentado y que afecten al debido proceso y cuando sobre la sentencia
y/o auto definitivo no sean susceptibles de ningún recurso ordinario o
extraordinario dentro del término legal.

La Constitución de la República del Ecuador en su artículo 437 establece
claramente los requisitos para la procedencia de este recurso, articulo en el cual

* en el numera Io se establece: "..que se trate de sentencias, autos y resoluciones
firmes o ejecutoriadas".

Como se dejó establecido en párrafos iniciales la negativa de revocatoria al auto
del 26 de agosto de 2011 fue notificada con fecha 11 de agosto del 2011, por lo
tanto esta se encuentra ejecutoriada y no puede ser impugnada por ningún
recurso procesal ordinario o extraordinario, y tampoco es susceptible recurso de
nulidad puesto que este es especial v exclusivo para laudos arbitrales.

Por lo que agotados -como de hecho están- todos los recursos ordinarios y
extraordinarios posibles sobre este auto, con lo que se cumple el requisito
establecido en el numeral 3 del artículo 61 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional.

Al ser los Tribunales Arbitrales parte de los órganos judiciales como los lo
establece el Código Orgánico de la Función Judicial en su artículo 7: "Losarbitros

r ejercerán funciones jurisdiccionales, de conformidad con la Constitución y la
ley" y lo ratifica la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (Caso Holger
Moncayo, No. 758-98-PA. Segunda Sala del 2 de diciembre de 1998) en la que se
establece y se otorga potestadjudiciala los arbitros y tribunales arbitrales.

V. ANTECEDENTES

Con fecha 7 de julio del 2011 se dio lectura del Laudo Arbitral en el proceso
signado como 010/10 Terminales Aeroportuarios de Guayaquil S.A. TAGSA en
contra de la Empresa Estatal de Comercialización y Transporte
PETROCOMERCIAL, actualmente Unidad de Negocios de Comercialización de la
Empresa Pública de Hidrocarburos del Ecuador E.P. PETROECUADOR. En el cual

se aceptó parcialmente la demanda principal propuesta por TAGSA S.A. y
resolvió declarar que: "la empresa TAGSA S.A. no es deudora de las factura
emitidas por PETROCOMERCIAL, dado que no se ha demostrado en el proceso
que las obligaciones a que se refieren las mencionadas facturas, se originen en
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mermas de aerocombustibles ocurridas en el Centro de Distribución de
Combustibles del Aeropuerto de "Simón Bolívar" de la Ciudad de Guayaquil."

Laudo sobre cual se interpuso acción de nulidad con la debida oportunidad y
sobre todo con el fundamento legal por haberse afectado y coartado con el
mismo el debido proceso y sobre todo derechos como el de igualdad y
proporcionalidad claramente consagrados en la Constitución de la República del
Ecuador.

Con fecha 1 de agosto del 2011, se ha notificado a la E.P. PETROECUADOR en su
domicilio judicial con el Oficio No. T-2212-2011 DEL 27 de julio del 2011, la
providencia del 26 de julio del 2011, a las 12H00 en la cual se fija como monto
de caución el valor de $244.771,80 (doscientos cuarenta y cuatro mil setecientos
setenta y uno 80/100 dólares de los Estados Unidos de Norteamérica). Es decir el
25,10% del monto calculado por PETROCOMERCAIL a las mermas imputables a
TAGSA S.A. bajo lo establecido en el contrato 2006019. Valor con el cual, a
criterio del Tribunal Arbitral, se compensan los perjuicios e stimados por la
demora en la ejecución del laudo, dando como plazo para consignación de dicho
valor en el término de tres días.

El Artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador señala que los
principios que regirán el ejercicio de los derechos entre los cuales destaco los
siguientes:

"Art. 11.-El ejercicio de los derechos seregiráporlos siguientesprincipios:

1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o
colectiva ante las autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su
cumplimiento."

Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y
oportunidades.

Nadie podrá ser discriminado porrazones de etnia, lugar de nacimiento, edad,
sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión,
ideología, filiación política, pasado judicial, condición socio-económica,
condición migratoria, orientación sexual, estado de salud, portar VLH,
discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o
colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar
o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará
toda forma de discriminación.

El Estado adoptará medidas deacción afirmativa que promuevan la igualdad real
en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de
desigualdad.

Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos
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internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación
por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de
oficio o a petición de parte.

Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán
condiciones o requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley.
Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma
jurídica para justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción
por esos hechos ni para negar su reconocimiento.
Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las
garantías constitucionales.

En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidorasy servidores
públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la
interpretación que más favorezcan su efectiva vigencia.

* 6. Todos los principios y los derechos son inalienables, irrenunciables,
indivisibles, interdependientes y de igualjerarquía.

8. El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de
las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará y
garantizarálas condiciones necesarias para su pleno reconocimiento y ejercicio.

Será inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que
disminuya, menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos"
(El resaltado me corresponde)

El artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador en su numeral 4
señala lo siguiente:

"Art. 66.-...4) Derecho a la igualdad formal, igualdad material y no
discriminación "

Derecho el cual consagra, reconoce y garantiza por parte del Estado y de todos
sus miembros, a todos estos el derecho al trato sin diferenciación y/o
preferencia por su condición o por su jerarquía. Con el cual se protege y se
garantiza tanto que las normas, los actos y en este caso las providencias emitidas
dentro de un proceso arbitral guarden y protejan este derecho de los miembros
del Estado Ecuatoriano. Es por esto que estos deben guardar reacción uno con
otro y en todos los casos, y, no por tratarse de una empresa o alguna institución
del estado se debe juzgar, calificar o emitir criterios tan diferentes. Criterio de
valoración que no guarda coherencia con los criterios emitidos en caso similares.

Vulneración al Derecho al debido proceso, la Constitución de la República del
Ecuador el numeral 1 del artículo 76 prevé lo siguiente:

"Art. 76.-...1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar
el cumplimiento de las normas y los derechos de las partes." (El resaltado me
pertenece).
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Violación del Derecho a la defensa, la norma Suprema establece en el artículo 76
numeral 7) que nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna
etapa o grado del procedimiento. Para resguardar la aplicación y la no
vulneración de esta garantía el literal m) del mencionado artículo y numeral
citado menciona:

"Art. 76...m) Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los
que se decida sobre sus derechos."

Debida motivación de todo acto de autoridad pública, según lo dispuesto por la
Constitución de la República en su artículo 76 numeral 7 literal 1) todas las
resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. Así el literal
mencionado establece:

"Art. 77...1) Las resoluciones delospoderes públicos deberán sermotivadas. No
habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios
jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los
antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones ofallos que no se
encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o
servidores responsables serán sancionados.

Fines de la justicia procesal, el Art. 169 ídem señala:

"Art. 169.- El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las
normas procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad,
eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las
garantías del debido proceso. No se sacrificará la justicia por la sola omisión de
formalidades." (El resaltado me pertenece)

Aplicación directa de las normas constitucionales, al respecto el artículo 426 de
la Constitución de la República del Ecuador establece:

r "Art. 426.- Todas las personas, autoridades e instituciones están sujetas a la
Constitución.

Las juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores
públicos, aplicarán directamente las normas constitucionales y las previstas en
los instrumentos internacionales de derechos humanos siempre que sean más
favorables a las establecidas en la Constitución, aunque las partes no las
invoquen expresamente.

Los derechos consagrados en la Constitución y los instrumentos internacionales
de derechos humanos serán de inmediato cumplimiento y aplicación. No podrá
alegarse falta de ley o desconocimiento de las normas para justificar la
vulneración de los derechos y garantías establecidos en la Constitución, para
desecharla acción interpuesta en su defensa, ñipara negarel reconocimiento de
tales derechos."

www.eppetroecuaclor.ee
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Por lo expuesto, y porque luego del análisis de varios procesos arbitrales sobre
los cuales existen acción de nulidad en tramitación en la Corte Provincial de
Justicia de Pichincha, como los son los procesos arbitrales 114-09, proceso 079-
09 del Centro de Mediación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Quito, se
han dictado motivadas providencias en la cuales se han fijado cauciones, con el
fin de suspender la ejecución del laudo dictado, es curioso observar que en
ninguno de estos caso el monto requerido para caución supera el 10% del valor
declarado en laudo arbitral.

Sorprende y causa suspicacia el ver que en este caso en particular el Tribunal
presidido por el Dr. Edgar Neira fija un monto de caución que supera el 25% del
monto de las mermas imputables a TAGSA y compensadas por
PETROCOMERCIAL, sin motivación alguna y sin guardar ninguna
proporcionalidad y sobre todo atentado al debido proceso y las garantías
constitucionales amparadas para personas e instituciones del Estado.

Más aun, sorprende el monto fijado, cuando en proceso arbitral 079-09 con
diferente Tribunal Arbitral, pero presidido por el mismo Dr. Edgar Neira se
emite providencia con el fin de fijar la caución y así suspender los efectos del
laudo emito con la motivación correspondiente y porcentualmente mucho
menor a la caución exigida a la E.P. PETROECUADOR.

VI. DERECHOS CONCULCADOS

Del análisis del artículo 437 de la Constitución de la República del Ecuador
establece los requisitos para la admisibilidad de este recurso en el numeral
primero se establease que procederá contra sentencias, autos o resoluciones
firmes o ejecutoriadas. Como quedó demostrado en párrafos anteriores la
providencia impugnada -del 5 de agosto del 2011, las 8H30 y notificada el 11 de
agosto de 2011- tiene fuerza de auto y se encuentra ejecutoriada. La misma viola
garantías establecidas en la constitución y el debido proceso como los son el

r Derecho a la Igualdad consagrado en la norma Suprema en el articulo 11
numeral 2; y, articulo 66 numeral 4. Ya que como se demostró en solicitud de
revocatoria en casos similares Tribunales A rbitrales constituidos incluso con

miembros del Tribunal Arbitral de la referencia imponen cauciones inferiores y
sobre todo motivadas, mas para este caso se establece una caución sin
motivación alguna que en algunos casos duplica y en otros hasta triplica el
criterio usado para casos análogos.

Además de violación al debido proceso como falta de motivación de lo actuado
en la providencia del 26 de julio del 2011, las 12H00, cual se impugno debida y
oportunamente y su negativa es motivo de esta Acción Extraordinaria de

Protección. Requisito este establecido claramente en el numeral 2 del artículo

437 de la Carta Magna.

Falta de Motivación, esta garantía del debido proceso, la cual de ser inobservada
anula lo actuado, esta constituye el derecho que todos los administrados tienen

Página 6 de 7

^{ ^Y\<£





£32

www.eppetroecuador.ee

GERENCIA GENERAL

de conocer las razones legales que ordenaros lógicamente los hechos con el
derecho y este no debe ser únicamente para el fuero interno de quien decide.
Muy por el contrario este debe ser expreso y publico al interesado y a la
sociedad.

Cobra este derecho una importancia superlativa desde la vigencia de la
Constitución de la República del 2008, ya que desde su vigencia el Ecuador se
convirtió en un Estado "Constitucional de Derechos y Justicia", "cuya
implicación en el ámbito de las decisiones, especialmente las emanadas por un
órgano jurisdiccional, es la racionalidad de la aplicación de la justicia, alejada al
menos en enunciado normativo, de la arbitrariedad".3

VIL DEMANDA

Por lo expuesto y por quedar demostrado que el Tribunal Arbitral del proceso
10/10, y en especial su Presidente Dr. Edgar Neira, no han actuado acorde a sus
propios criterios y sobre todo se han conculcado derechos y garantías
consagradas en la Norma Suprema de la E.P. PETROECUADOR, y que la violación
de los derechos constituciones de IGUALDAD, PROPORCIONALIDAD es clara, y
que nadie puede ser puesto en indefensión, estas violaciones deberán ser
reparadas por la Corte Constitucional, y para lo cual la el máximo organismo de
control constitucional deberá anular la providencia que niega mi revocatoria que
fija un monto de caución sin fundamento alguno de legalidad y proporción
además de suspender los efectos del laudo emitido el 7 de julio del 2011 dentro
del proceso 10-10, emitido por el Tribunal Arbitral4 del Centro de Mediación y
Arbitraje de la Cámara de Comercio de Quito, motivo de esta injusta e ilegal
caución.

VIII. NOTIFICACIONES

Notificaciones que provengan de la corte Constitucional las recibiré en el
Casillero Constitucional No. 094.

/)
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Motivación de las Resoluciones en Materia Penal. AbV Nicolás Salas Parra
Integrado por los Doctores Edgar Neira (Presidente del Tribunal Arbitral), Marco Lara Guzmán y Miguel

Andrade Cevallos.
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